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3.  Otras disposiciones

NÓICANREBOG ED AÍREJESNOC 

RESOLUCIÓN de 15 de enero de 2008, de la De-
legación del Gobierno en Sevilla, por la que se delegan 
competencias en materia de gestión de gastos electo-
rales.

El Decreto 10/2007, de 16 de enero, regula el procedi-
miento para la gestión de gastos derivados de los procesos 
electorales o referendos, siendo aplicable a todos los de organi-
zación y funcionamiento que haya de asumir la Administración 
de la Junta de Andalucía como consecuencia de la celebración 
de elecciones al Parlamento de Andalucía o referendos.

En su artículo 3, del citado Decreto, establece el reparto 
competencial en materia de gestión del gasto y las facultades 
que corresponden al órgano de contratación de confonnidad 
con la vigente legislación de Contratos de las Administraciones 
Públicas, correspondiendo a:

a) A la Secretaría General Técnica de la Consejería de Go-
bernación, para los expedientes de contratación sometidos a 
fiscalización previa.

b) A la Dirección General de Política Interior de la Con-
sejería de Gobernación y las Delegaciones del Gobierno de la 
Junta de Andalucía, en sus respectivos ámbitos territoriales, 
para los restantes gastos, en relación con los créditos que ten-
gan asignados.

Razones de eficacia, celeridad y simplificación en el trá-
mite y resolución de los expedientes administrativos que se 
tramitan en esta Delegación del Gobierno, en relación con los 
procesos electorales o referendos, aconsejan delegar dichas 
competencias en la persona titular de la Secretaría General.

En virtud, de conformidad con lo dispuesto en el art. 13 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, en los artículos 101 y 102 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía,

D I S P O N G O

Artículo único. Se delegan en la Secretaría General de 
esta Delegación del Gobierno las competencias atribuidas al 
titular de este centro directivo en el citado Decreto 10/2007, 
de 16 de enero.

Sevilla, 15 de enero de 2008.- El Delegado del Gobierno, 
Demetrio Pérez Carretero. 

ARUTLUC ED AÍREJESNOC 

DECRETO 9/2008, de 15 de enero, por el que se 
inscribe en el catálogo del general del Patrimonio Histó-
rico Andaluz la delimitación del bien de interés cultural, 
con la categoría de Monumento, denominado Castillo 
de Salobreña, en Salobreña (Granada).

I. En desarrollo de lo prescrito en el artículo 46 de la 
Constitución Española, la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de 
marzo, por la que se aprueba el Estatuto de Autonomía para 
Andalucía, establece en su artículo 10.3.3.º que la Comuni-

dad Autónoma ejercerá sus poderes con el objetivo básico del 
afianzamiento de la conciencia de identidad y cultura andaluza 
a través del conocimiento, investigación y difusión del patrimo-
nio histórico, antropológico y lingüístico. Para ello, el artículo 
37.18.º preceptúa que se orientarán las políticas públicas a 
garantizar y asegurar dicho objetivo básico mediante la apli-
cación efectiva, como principio rector, de la conservación y 
puesta en valor del patrimonio cultural, histórico y artístico 
de Andalucía; estableciendo a su vez el artículo 68.3.1.º que 
la Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva sobre 
protección del patrimonio histórico, artístico, monumental, 
arqueológico y científico, sin perjuicio de lo que dispone el ar-
tículo 149.1.28.ª de la Constitución.

En el marco estatutario anterior, el artículo 6.a) de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 
determina que se entenderán como organismos competentes 
para la ejecución de dicha Ley los que en cada Comunidad Au-
tónoma tengan a su cargo la protección del patrimonio histó-
rico. En este sentido, la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del 
Patrimonio Histórico de Andalucía, publicada en BOJA núm. 
248, de 19 de diciembre de 2007, establece en su artículo 
9, apartado séptimo, los órganos competentes para resolver 
los procedimientos de inscripción en el Catálogo General del 
Patrimonio Histórico Andaluz.

Asimismo, el artículo 2 del Reglamento de Organización 
Administrativa del Patrimonio Histórico de Andalucía, aprobado 
por Decreto 4/1993, de 26 de enero, declarado vigente por la 
disposición derogatoria de dicha Ley 14/2007, atribuye a la 
Consejería de Cultura de la Junta de Andalucía la competencia 
en la formulación, seguimiento y ejecución de la política anda-
luza de Bienes Culturales referida a la tutela, enriquecimiento 
y difusión del Patrimonio Histórico Andaluz siendo, de acuerdo 
con el artículo 3.3 del citado Reglamento, la persona titular de 
la Consejería de Cultura el órgano competente para proponer 
al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía la inscripción 
en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz de los 
Bienes de Interés Cultural y competiendo, según el artículo 1.1 
del Reglamento anterior, a este último dicha inscripción, con-
forme al artículo 9 de la mencionada Ley 14/2007.

II. El recinto fortificado de Salobreña es esencial para el 
estudio de la historia del reino nazarí de Granada y del proceso 
de conquista cristiana. El castillo funcionó como alcazaba ur-
bana, residencia real e, incluso, como prisión, habiendo es-
tado encarceladas allí personas tan relevantes como Yusuf III 
y Muhammed VIII.

Aunque el edificio presenta una tipología asimilable a la 
de la mayoría de las fortalezas nazaríes, tanto las dimensio-
nes como la propia organización espacial convierten al castillo 
delimitado en uno de los mejores ejemplos de la arquitectura 
militar del medievo granadino, además de constituir un hito en 
el paisaje de la Costa Tropical de Andalucía.

La primera iniciativa para dotar a la arquitectura defen-
siva de una normativa de carácter jurídico que permitiese su 
tutela fue el Decreto de 22 de abril de 1949, sobre protección 
de los castillos españoles. Esta protección genérica afectó al 
Castillo de Salobreña, que posteriormente pasó a tener la con-
sideración y a denominarse Bien de Interés Cultural en virtud 
de lo establecido en la disposición adicional segunda de la Ley 
16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 
No obstante, en aras de un mejor ejercicio de la tutela, resulta 
necesario la delimitación del Bien declarado y la concreción de 
un entorno de protección del mismo.


